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Tribunal de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública 

 

RESOLUCIÓN N° 003544-2023-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA 
 

Expediente     : 03496-2023-JUS/TTAIP 
Impugnante    : LILIANA DEL SOCORRO ASCUE RUIZ  
Entidad           : MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE SAN JUAN DE MIRAFLORES 
Sumilla : Declara fundado recurso de apelación 
 
Miraflores, 28 de noviembre de 2023 
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 03496-2023-JUS/TTAIP de fecha 12 de octubre 
de 2023, interpuesto por LILIANA DEL SOCORRO ASCUE RUIZ1, contra el Oficio Nº 
662-2023-SGADAT-SG/MDSJM, de fecha 22 de setiembre de 2023, que contiene el 
INFORME Nº 032-2023-EC-GAT-MDSJM, mediante el cual la MUNICIPALIDAD 
DISTRITAL DE SAN JUAN DE MIRAFLORES2 brindó atención a la solicitud formulada 
con fecha 15 de setiembre de 2023.  
 
CONSIDERANDO: 
 
I. ANTECEDENTES  
 

Con fecha 15 de setiembre de 2023 la recurrente solicitó en copia simple lo siguiente: 
 
“Solicito - Expediente Coactivo N° 2021-019623 y Expediente Coactivo N° 2021 -
027259”. 
 
Mediante el Oficio Nº 662-2023-SGADAT-SG/MDSJM, de fecha 22 de setiembre de 
2023, que contiene el MEMORANDUM Nº 391-2023-SGEC-GAT-MDSJM, la entidad 
comunica a la recurrente: 
“(…) y en atención a los documentos de la referencia3 se cumple con remitir 
información sobre la solicitud de acceso a la información pública presentada por la 
administrada ASCUE RUIZ LILIANA DEL SOCORRO a folios 01”. 
 
En el Informe N° 032-2023-EC-GAT-MDSJM, la entidad señala: 
“Revisadas las bases de datos existentes de la gestión pasada se verifica que se 
generaron los Expedientes coactivos N° 2021 -019623 y 2021 -027259 a nombre de 
la referida contribuyente siendo el Ejecutor Coactivo encargado de las referidas 
emisiones el abogado Pablo Mendieta Flores. 

 
1  En adelante, la recurrente. 
2   En adelante, la entidad.  
3  Informe N° 032-2023-EC-GAT-MDSJM. 
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En relación al Auxiliar Coactivo se ha verificado en la misma base de datos que fue 
designado a nombre de la señorita DEYSI HUAMAN HUAMAN. 
Al suscrito no se le ha realizado entrega de cargo del Ejecutor Coactivo precedente 
como tampoco del antecedente, siendo imposible la ubicación de los referidos 
expedientes como tampoco los documentos internos que se merituaron para 
descargar obligaciones tributarias. 
De la base de Expedientes Coactivos generados y que se encuentra en custodia 
Auxiliar Coactivo señorita Deysi Huaman Huaman, no se ubican los referidos 
expedientes (…)”.  
 
Con fecha 11 de octubre de 2023, la recurrente interpuso ante esta instancia el recurso 
de apelación materia de análisis, señalando que: “(…) Que habiendo solicitado por 
Ley de Transparencia Acceso a la Información sobre los Expedientes Coactivos N° 
2021 -019623 y 2021 -027259 fue negado por la Sugerencia Ejecutoria Coactiva bajo 
la excusa de no haberse encontrado estos expedientes, sin embargo el Expediente N° 
028522- 2023 fue contestado con la Carta N° 042-2023 donde menciona y que se 
procesó esta información con los Expedientes Coactivos N° 2021 -019623 y 2021 -
027259 el primero impuesto Predial 2020 del 1° al 3° trimestre y el segundo por 
arbitrios del 2018 lo cual si no tiene la documentación de dónde salió esa información 
o copio lo dispuesto de la resolución en mención. 
Teniendo en cuenta que el Oficio N° 662 -2023-SGADAT-MDSJM manifiesta que la 
Sugerencia de Ejecutoria Coactiva ha remitido el Memorándum N° 391-2023-
SGECGAt-MDSJM, el Informe N° 032-2023-EC-GAT-MDSJM los cuales fueron 
solicitado a Ley de Transparencia y Acceso a la Información diciendo que FUE 
IMPOSIBLE LA UBICACIÓN DE LOS REFERIDOS EXPEDIENTES NI LOS 
DOCUMENTOS INTERNOS que se merituaron para descargar la parte de 
obligaciones tributarias no siendo en término propio el merituaron a tanto ilícito (…). 
(…) 
La Srta. en mención Deysi Huamán Huamán abogada también, dice que no ubica los 
referidos expedientes, es falso, presente el Expediente N° 258522-2023 presentado el 
31 de julio de 2023 del mes pasado le dieron el Expedienta a la Srta. y me manifestó 
que la Resolución de Gerencia  N°. 3139-2021-GAT-MDSJM donde se menciona que 
quedan sin efecto estos pagos en mención, porque los expedientes coactivos (no 
encuentran) la resolución en mención no iba, entonces se le solicito que lo manifestado 
que dice lo de por escrito, sabiendo muy bien que no puede hacerlo, comprenderá que 
hasta la fecha no lo pone por escrito, hable con el Sr. Inga subgerente el cual refirió 
que otro abogado llevaba el expediente el abogado Víctor Felipa Gadea el cual emitió 
la Carta N° 042-2023-VHFG-EC-GAT-MDSJM el mismo que contesto el informe 
solicitado por transparencia con más ilícitos (…)”. 
 
Mediante la Resolución 003356-2023-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA4 se admitió a 
trámite el referido recurso impugnatorio, requiriendo a la entidad la remisión del 
expediente administrativo generado para la atención de la solicitud impugnada, así 
como la formulación de sus descargos, sin que a la fecha haya presentado 
documentación alguna. 
 

II. ANÁLISIS 
 

El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera y 
a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el 

 
4     Resolución de fecha 14 de noviembre 2023, notificada a la entidad el 21 de noviembre de 2023. 
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pedido, exceptuando las informaciones que afectan la intimidad personal y las que 
expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
Por su parte, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 021-2019-JUS5, establece que por el principio de publicidad toda información que 
posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las 
entidades la obligación de entregar la información que demanden las personas en 
aplicación de dicho principio. 
 
Así también, el artículo 10 de la citada ley señala que las entidades de la 
Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 
refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
De otro lado, el artículo 13 de la Ley de Transparencia, refiere que la solicitud de 
información no implica la obligación de las entidades de la Administración Pública de 
crear o producir información con la que no cuente o no tenga obligación de contar al 
momento de efectuarse el pedido, por lo que en este caso, la entidad de la 
Administración Pública deberá comunicar por escrito que la denegatoria de la solicitud 
se debe a la inexistencia de datos en su poder respecto de la información solicitada. 
 
Además, el primer párrafo del artículo 18 de la Ley de Transparencia señala que las 
excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del referido texto son los únicos 
supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la información pública, 
por lo que deben ser interpretados de manera restrictiva por tratarse de una limitación 
a un derecho fundamental.  
 
2.1 Materia en discusión 

 
De autos se aprecia que la controversia radica en determinar si la información 
solicitada por la recurrente es de acceso público.  
 

2.2 Evaluación 
 

Conforme con lo dispuesto por las citadas normas y en aplicación del Principio de 
Publicidad, toda información que posean las entidades que conforman la 
Administración Pública contenida en documentos escritos o en cualquier otro 
formato es de acceso público, por lo que las restricciones o excepciones 
injustificadas a su divulgación menoscaban el derecho fundamental de toda 
persona al acceso a la información pública. 
 
En esa línea, el Tribunal Constitucional ha señalado en el Fundamento 5 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 03035-2012-PHD/TC, que “… de acuerdo 
con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la actuación de los 
poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente con cobertura 
constitucional, la excepción, de ahí que las excepciones al derecho de acceso a 
la información pública deben ser interpretadas de manera restrictiva y encontrarse 
debidamente fundamentadas".  
 

 
5  En adelante, Ley de Transparencia. 
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Con relación a los gobiernos locales, el artículo 26 de la Ley N° 27972, Ley 
Orgánica de Municipalidades, establece que “La administración municipal adopta 
una estructura gerencial sustentándose en principios de programación, dirección, 
ejecución, supervisión, control concurrente y posterior. Se rige por los principios 
de legalidad, economía, transparencia, simplicidad, eficacia, eficiencia, 
participación y seguridad ciudadana, y por los contenidos en la Ley Nº 27444 (…).” 
(subrayado nuestro), estableciendo de ese modo que uno de los principios 
rectores de la gestión municipal es el principio de transparencia. 
 
Asimismo, la parte in fine del artículo 118 de la referida ley establece que “El 
vecino tiene derecho a ser informado respecto a la gestión municipal y a solicitar 
la información que considere necesaria, sin expresión de causa; dicha información 
debe ser proporcionada, bajo responsabilidad, de conformidad con la ley en la 
materia.” (subrayado nuestro). 
 
Por otro lado, con relación a la aplicación de las excepciones al derecho de acceso 
a la información pública regulada en el artículo 18 de la Ley de Transparencia, en 
el Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 02579-2003-
HD/TC, el Tribunal Constitucional ha señalado que: 
 
“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe un 
bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública solicitada 
y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir efectivamente al 
interés constitucional que la justifica. De manera que, si el Estado no justifica la 
existencia del apremiante interés público para negar el acceso a la información, 
la presunción que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa 
medida, confirmarse su inconstitucionalidad; pero también significa que la carga 
de la prueba acerca de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la 
información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado”. (subrayado 
nuestro). 
 
De autos se advierte que la recurrente solicita lo siguiente:   
“Solicito - Expediente Coactivo N° 2021-019623 y Expediente Coactivo N° 2021 -
027259”. 
 
Al respecto, se debe mencionar que la presente Sala con votación en mayoría ha 
establecido en la Resolución N° 002682-2023-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA de 
fecha 15 de setiembre de 2023 (EXP. 02972-2023-JUS/TTAIP), que los recursos 
de apelación de solicitudes de información de un procedimiento administrativo 
donde el administrado es parte, se pueden tramitar como una solicitud de acceso 
a la información pública: 
“(…)  
Que, si bien es cierto este colegiado ha venido declarando la improcedencia de 
los recursos de apelación presentados por recurrentes que ostentan la calidad de 
parte en un procedimiento administrativo de cuyo expediente se solicita 
información, los suscritos estiman oportuno apartarse de dicho criterio por las 
razones que se pasan a exponer6; 

 
6 Art. IV Título Preliminar del TUO de la LPAG: (…) 1.15. Principio de predictibilidad o de confianza legítima.- La 

autoridad administrativa brinda a los administrados o sus representantes información veraz, completa y confiable sobre 
cada procedimiento a su cargo, de modo tal que, en todo momento, el administrado pueda tener una comprensión 
cierta sobre los requisitos, trámites, duración estimada y resultados posibles que se podrían obtener. Las actuaciones 
de la autoridad administrativa son congruentes con las expectativas legítimas de los administrados razonablemente 
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Que, el artículo 6° del Decreto Legislativo N° 13537, establece que el Tribunal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública es competente para conocer las 
controversias que se susciten en dichas materias. Añade el numeral 1 del artículo 
7° del mismo texto que dicha instancia tiene, entre otras, la función de resolver los 
recursos de apelación contra las decisiones de las entidades comprendidas en el 
artículo I del Título Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley 
del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo N° 
004-2019-JUS8, en materia de transparencia y acceso a la información pública; 
 
Que, el artículo 2 del artículo del Reglamento de la Ley de Transparencia, 
aprobado mediante DS N° 072-2003-PCM, establece en el texto vigente de su 
último párrafo, que: “El derecho de las partes de acceder a la información 
contenida en expedientes administrativos se ejerce de acuerdo a lo establecido 
en el Artículo 160 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, sin perjuicio de la vía procesal que el solicitante de la información 
decida utilizar para su exigencia en sede jurisdiccional.” (Énfasis agregado) 
 
Que, el texto del artículo 1609 de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, en su versión original decía: 
 
“Artículo 160.- Acceso a la información del expediente 
160.1 Los administrados, sus representantes o su abogado, tienen derecho de 
acceso al expediente en cualquier momento de su trámite, así como a sus 
documentos, antecedentes, estudios, informes y dictámenes, obtener 
certificaciones de su estado y recabar copias de las piezas que contiene, previo 
pago del costo de las mismas. Sólo se exceptúan aquellas actuaciones, 
diligencias, informes o dictámenes que contienen información cuyo conocimiento 
pueda afectar su derecho a la intimidad personal o familiar y las que 
expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional de 
acuerdo a lo establecido en el inciso 5) del Artículo 20 de la Constitución Política. 
Adicionalmente se exceptúan las materias protegidas por el secreto bancario, 
tributario, comercial e industrial, así como todos aquellos documentos que 
impliquen un pronunciamiento previo por parte de la autoridad competente. 
160.2  El pedido de acceso podrá hacerse verbalmente y se concede de 
inmediato, sin necesidad de resolución expresa, en la oficina en que se encuentre 
el expediente, aunque no sea la unidad de recepción documental” 
 
Que, mediante el Decreto Legislativo N° 1272, se modificó el numeral 160.2 del 
artículo 160 de la Ley N° 27444 antes citado, en los siguientes términos: 
 
“(…) 
160.2 El pedido de acceso al expediente puede hacerse verbalmente, sin 
necesidad de solicitarlo mediante el procedimiento de transparencia y acceso a la 
información pública, siendo concedido de inmediato, sin necesidad de resolución 
expresa, en la oficina en que se encuentre el expediente, aunque no sea la unidad 
de recepción documental.” (Subrayado agregado) 

 
generadas por la práctica y los antecedentes administrativos, salvo que por las razones que se expliciten, por escrito, 
decida apartarse de ellos. La autoridad administrativa se somete al ordenamiento jurídico vigente y no puede actuar 
arbitrariamente. En tal sentido, la autoridad administrativa no puede variar irrazonable e inmotivadamente la 
interpretación de las normas aplicables. 

7  Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Fortalece el 
Régimen de Protección de Datos Personales y la Regulación de Gestión de Intereses. 

8  En adelante, Ley N° 27444. 
9 Hoy, artículo 171 del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General 
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Que, mediante el Decreto Legislativo N° 1272 se incorporó en el Título Preliminar 
de la Ley N° 27444, como Principio del procedimiento administrativo al de acceso 
permanente, conforme al siguiente texto: 
 
“Art. IV: El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los 
siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del 
Derecho Administrativo:  
(…)  
1.19. Principio de acceso permanente. La autoridad administrativa está 
obligada a facilitar información a los administrados que son parte en un 
procedimiento administrativo tramitado ante ellas, para que en cualquier momento 
del referido procedimiento puedan conocer su estado de tramitación y a acceder 
y obtener copias de los documentos contenidos en dicho procedimiento, sin 
perjuicio del derecho de acceso a la información que se ejerce conforme a la ley 
de la materia.” (Subrayado agregado) 
 
Que, mediante Resolución de Sala Plena Nº 000001-2022-SP, se aprobó como 
lineamiento 18 que: 
 
“El derecho de acceso a la información pública es ejercido conforme a los plazos 
y procedimientos establecido en la Ley de Transparencia. No forma parte del 
derecho de acceso a la información pública, el derecho de todo administrado de 
acceder a la información contenida en un expediente administrativo del cual es 
parte, cuyo acceso le corresponde de manera inmediata y sin las restricciones 
establecidas en la Ley de Transparencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 
171 del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General.” (Subrayado agregado) 
 
Que, al respecto, es oportuno indicar que, conforme a la modificación introducida 
por el Decreto Legislativo 1272, el texto del Artículo II del Título Preliminar de la 
Ley N° 27444 dispone, que: 
 
“ 1. La presente Ley contiene normas comunes para las actuaciones de la función 
administrativa del Estado y, regula todos los procedimientos administrativos 
desarrollados en las entidades, incluyendo los procedimientos especiales. 
 2. Las leyes que crean y regulan los procedimientos especiales no podrán 
imponer condiciones menos favorables a los administrados que las 
previstas en la presente Ley. 
 3. Las autoridades administrativas, al reglamentar los procedimientos 
especiales, cumplirán con seguir los principios administrativos, así como 
los derechos y deberes de los sujetos del procedimiento, establecidos en la 
presente Ley.” (Énfasis agregado) 
 
Que efectuando una interpretación sistemática de las normas antes citadas, los 
suscritos estiman que no puede desconocerse la libertad de la persona de elegir 
el procedimiento que considere más adecuado para satisfacer sus necesidades o 
intereses; correspondiendo que, en caso se presentase un recurso de 
apelación ante esta instancia para acceder a información que concierne al 
expediente de un procedimiento administrativo en el cual el solicitante es 
parte, dicho recurso se tramite como una solicitud de acceso a la 
información pública (…)” (el resaltado es nuestro).  
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Ahora bien, respecto al presente caso en concreto, la entidad en su respuesta ha 
indicado: “(…) De la base de Expedientes Coactivos generados y que se 
encuentra en custodia Auxiliar Coactivo señorita Deysi Huaman Huaman, no se 
ubican los referidos expedientes.” 
 
De lo señalado por la entidad, se tiene que, la respuesta de la entidad es ambigua, 
pues no establece fehacientemente si existe o no el Expediente Coactivo N° 2021-
019623 y el Expediente Coactivo N° 2021 -027259, o sí lo poseen otras áreas de 
la entidad, además correspondía que se efectuara dicho requerimiento al área de 
archivo de la entidad, respecto a ello se debió tomar en consideración lo dispuesto 
por el artículo 23° del Reglamento de la Ley de Transparencia el cual dispone que 
el Órgano de Administración de Archivos de la entidad o el que haga sus veces 
garantizará el acopio, organización y conservación de la información de todas las 
dependencias de la entidad.  
 
Asimismo, el artículo 27° del Reglamento de la Ley de Transparencia establece 
que sin perjuicio de las responsabilidades administrativas, civiles, y/o penales que 
correspondan por el extravío o la destrucción, extracción, alteración o 
modificación, indebidas, de la información en poder de las entidades, el 
responsable del Órgano de Administración de Archivos, quien haga sus veces o 
el funcionario poseedor de la información, según corresponda, deberán agotar, 
bajo responsabilidad, todas las acciones que resulten necesarias para recuperar 
la información afectada por cualquiera de las conductas señaladas; o en su 
defecto se deberá cumplir con informar al solicitante respecto a los avances o 
resultados de las acciones respectivas destinadas a recuperar la información o la 
imposibilidad de brindársela por no haberla podido recuperar.  
 
Igualmente, el artículo 3° del citado Reglamento establece que la máxima 
autoridad de la Entidad tiene la obligación de “h. Disponer la inmediata 
recuperación o reconstrucción de la información afectada por alguna de las 
conductas antes mencionadas”. (subrayado nuestro) 
 
En dicho contexto, para atender el requerimiento de la recurrente, corresponde a 
la entidad acreditar haber agotado las acciones necesarias para ubicar la 
documentación correspondiente, conforme a lo exigido por el artículo 13° de la 
Ley de Transparencia, no obstante, en el caso de autos, no se puede precisar las 
acciones que la entidad ha adoptado con relación a la búsqueda respectiva, y de 
ser el caso disponer la reconstrucción de la información requerida  para poder dar 
atención a la solicitud de la administrada.  
 
En esa línea, el Tribunal Constitucional desestimó el argumento de la inexistencia 
de la información para denegar la solicitud de acceso a la información pública, 
teniendo en cuenta que el penúltimo párrafo del artículo 13° de la Ley de 
Transparencia señala que en el caso que una entidad de la Administración Pública 
no localiza información que está obligada a poseer o custodiar, deberá acreditar 
que ha agotado las acciones necesarias para obtenerla a fin brindar una respuesta 
al solicitante, conforme se establece en el Fundamento 12 de la sentencia recaída 
en el Expediente N° 07675-2013-PHD/TC: 
 
“En consideración de este Tribunal, esta fundamentación resulta insuficiente a 
efectos de denegar el requerimiento de información. El artículo 13 del TUO de la 
Ley 27806, señala que ante la inexistencia de datos, la entidad debe comunicar 
por escrito tal hecho; sin embargo, esto no implica apelar a la "no existencia" de 
dicha información para eludir responsabilidad (véase, STC. Exp. N° 01410-2011-
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PHD/TC F.J.8). Por ende, es necesario que la Contraloría General de la República 
agote las diligencias necesarias a efectos de localizar la documentación 
requerida, más aún si este Tribunal ha verificado de autos que la información 
solicitada en dichos documentos es de su competencia funcional y se ha 
elaborado en la propia institución.” (subrayado nuestro). 
 
En el mismo sentido, dicho colegiado señaló que no basta sólo con agotar la 
búsqueda de la información, sino que la entidad debe reconstruirla ante su 
destrucción o extravío a fin de garantizar este derecho fundamental, conforme se 
indica en el Fundamento 8 de la sentencia recaída en el Expediente N° 01410-
2011-PHD/TC: 
 
“Este Colegiado aprecia que la emplazada intenta eludir dicha responsabilidad 
apelando a la “no existencia” de dicha información. Así, adjuntó a la contestación 
de la demanda el  Informe Técnico Nº 123-2009-UATyC-GDU-MDP (fojas 81), 
expedido por la Unidad de Acondicionamiento Territorial y Control Urbano de la 
Municipalidad Distrital de Punchana,   que indica: “se ha procedido a realizar la 
respectiva búsqueda en nuestros archivos de los antecedentes  que generaron 
dicho título de propiedad, sin embargo únicamente se encontró una hoja de papel 
simple que señala que dicho expediente fue retirado con fecha  20/02/2006, para 
ser anexado al Expediente del Mercadillo Bellavista Nanay; sin embargo realizada 
la verificación y realizada la revisión en el referido expediente se observa la  NO 
EXISTENCIA, de dichos documentos”. Este Tribunal no comparte el criterio de la 
demandada. Si bien se infiere, del citado documento que la información requerida 
por los demandantes fue trasladada de un expediente a otro, la conservación de 
tal información es de responsabilidad de la Municipalidad, por lo que ésta no 
puede apelar a la “no existencia” de dicha información para eludir su obligación 
de entregarla a los actores. Es necesario agotar las diligencias necesarias a 
efectos de localizar la documentación requerida. En su defecto y de quedar 
comprobado el extravío de la misma, disponer la reconstrucción del expediente 
administrativo correspondiente, para luego de ello cumplir con su entrega en 
copias a los interesados”. (subrayado nuestro). 
 
Siendo ello así, se colige que la entidad vulneró el derecho de acceso a la 
información de la recurrente al señalar en forma ambigua que: “(…) De la base de 
Expedientes Coactivos generados y que se encuentra en custodia Auxiliar 
Coactivo señorita Deysi Huaman Huaman, no se ubican los referidos 
expedientes.””. 
 
Por tanto, corresponde declarar fundado el recurso de apelación debiendo la 
entidad proceder a acreditar haber agotado la búsqueda de la información 
solicitada en las áreas respectivas y en el Órgano de Administración de Archivos 
de la entidad o el que haga sus veces, o de ser el caso informar a la recurrente el 
inicio, los avances y resultados procedimiento de reconstrucción, conforme al 
procedimiento establecido en la ley, hasta la entrega de la información 
correspondiente, o se informe fehaciente y documentalmente su inexistencia. 
 

Finalmente, en virtud de lo señalado el artículo 35 del Reglamento de la Ley de 
Transparencia, en aplicación de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde a 
cada entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido sus 
funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a las 
normas de transparencia y acceso a la información pública. 
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De conformidad con lo dispuesto por el artículo 6 y en el numeral 1 del artículo 7 del 
referido Decreto Legislativo N° 1353; y de conformidad con el numeral 111.1 del artículo 
111 de la Ley N° 27444, con votación en mayoría; 
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de Apelación interpuesto por LILIANA 
DEL SOCORRO ASCUE RUIZ; en consecuencia, ORDENAR a la MUNICIPALIDAD 
DISTRITAL DE SAN JUAN DE MIRAFLORES, entregue la información solicitada o 
comunicarle de forma clara, precisa y veraz su inexistencia, conforme a lo expuesto en 
la parte considerativa, y de ser el caso acreditar haber agotado su búsqueda, y en caso 
de pérdida informe a la recurrente el inicio, los avances y resultados del procedimiento 
de reconstrucción del documento solicitado, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 27 
del Reglamento de la Ley de Transparencia o de ser el caso informe fehaciente y 
documentalmente su inexistencia. 
 
Artículo 2.- SOLICITAR a la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE SAN JUAN DE 
MIRAFLORES que, en un plazo máximo de siete (7) días hábiles, acredite el 
cumplimiento de lo dispuesto en la presente resolución respecto a la información 
solicitada por LILIANA DEL SOCORRO ASCUE RUIZ. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228° de la Ley N° 27444.   
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a LILIANA DEL 
SOCORRO ASCUE RUIZ y a la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE SAN JUAN DE 
MIRAFLORES de conformidad con lo previsto en el artículo 18° de la norma antes citada. 
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe). 
 
 
           
 
 
 
LUIS AGURTO VILLEGAS                       TATIANA AZUCENA VALVERDE ALVARADO 
                Vocal                     Vocal 
 

 
 

vp: lav 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

http://www.minjus.gob.pe/
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VOTO SINGULAR DEL VOCAL ULISES ZAMORA BARBOZA 
 
Con el debido respeto por mis colegas Vocales del Tribunal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, dentro del marco de las funciones asignadas en el numeral 3 
del artículo 10-D del Decreto Supremo N° 011-2018-JUS10, debo manifestar que el 
recurso de apelación presentado por el recurrente debe ser declarado IMPROCEDENTE, 
conforme a los siguientes argumentos: 
 
Sobre el particular, es importante señalar que a través de la Opinión Técnica Vinculante 
Nº 000001-2021-JUS/TTAIP-SP de fecha 30 de marzo de 2021 se aprobó por unanimidad 
que las solicitudes para acceder a información propia o datos personales constituyen el 
ejercicio del derecho de autodeterminación informativa, debiendo ser tratadas bajo los 
alcances de la Ley de Protección de Datos Personales, aún cuando sean presentadas 
como solicitudes de acceso a la información pública, conforme el siguiente texto:  
 

“Conforme al análisis precedente, se ha identificado un supuesto de conflicto 
entre la aplicación de las normas materia de análisis, respecto a la tramitación de 
las solicitudes de acceso a información propia o datos personales y su resultado 
concreto, pues resulta claro que el solicitante tendrá una respuesta completa, 
integral, eficiente y acorde con la satisfacción total de sus intereses, cuando ejerce 
su derecho de acceso a información propia bajo el ámbito de aplicación de la Ley 
de Protección de Datos Personales, debido a que en dicho marco normativo no 
existe restricción o limitación alguna al requerimiento de información propia, como 
ocurre en el caso del ejercicio del derecho de acceso a la información pública, en 
cuyo escenario existe información que aun siendo propia, no procede su entrega.  
Así, en los casos de solicitudes de información propia o datos personales -en los 
términos desarrollados por el Tribunal Constitucional- puede entenderse que 
existe un conflicto entre la Ley de Transparencia y la Ley de Protección de Datos 
Personales, debido a que, ante el mismo requerimiento, es posible elegir una de 
ellas con sacrificio de la otra, teniendo a su vez resultados distintos.  
En efecto, resulta claro que en los casos que se solicita información propia, el 
interés de las personas deben ser atendidos de forma integral bajo las reglas del 
derecho de autodeterminación informativa, y no por el derecho de acceso a la 
información pública.  
 
(…) 

 
CONCLUSIÓN:  
En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto por el numeral 3 del artículo 7 
del Decreto Legislativo N° 1353, esta instancia ha decidido por unanimidad 
DIRIMIR, mediante la presente Opinión Técnica Vinculante, el conflicto entre la 
aplicación de la Ley Nº 29733, Ley de Protección de Datos Personales y la Ley Nº 
27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en los siguientes 
términos:  
Las solicitudes para acceder a información propia o datos personales, constituyen 
el ejercicio del derecho de autodeterminación informativa, aun cuando sean 
presentadas como solicitudes de acceso a la información pública. En ese sentido, 
deben ser tramitadas por las entidades bajo los alcances de la Ley de Protección 

 
10  “Artículo 10-D.- Funciones de los Vocales 

El vocal tiene las siguientes funciones: 
(…) 
3) Participar y votar en las sesiones de la Sala que integra; así como, expresar las razones de su voto singular o 
discrepante.” 
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de Datos Personales u otras normas especiales que garanticen el acceso 
inmediato de los ciudadanos a dicha información”.  
 
(subrayado agregado) 

 
Al respecto, precisamente por su carácter vinculante, dicha dirimencia que estableció el 
procedimiento para acceder a información propia, vincula a toda la Administración 
Pública; y, que duda cabe, también para el propio Tribunal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública. Siendo esto así, en estricta observancia de dicho pronunciamiento 
corresponde que la presente solicitud sea considerada bajo el ámbito del derecho de 
autodeterminación informativa.  

 

En esa línea,  el artículo 19 de la Ley N° 29733, Ley de Protección de Datos Personales11, 
establece que el titular de datos personales tiene derecho a obtener la información que 
sobre sí mismo sea objeto de tratamiento en banco de datos de administración pública o 
privada, la forma en que sus datos fueron recopilados, las razones que motivaron su 
recopilación y a solicitud de quién se realizó la recopilación, así como las transferencias 
realizadas o que se prevén hacer de ellos. 
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional estableció en el Fundamento 6 de la sentencia 
recaída en el Expediente N° 00693-2012-PHD/TC, que toda persona tiene derecho a 
hacer uso de la información que le concierne, al sostener que: “[…] el derecho a la 
autodeterminación informativa también supone que una persona pueda hacer uso de la 
información privada que existe sobre ella, ya sea que la información se encuentre 
almacenada o en disposición de entidades públicas, o sea de carácter privado. En ese 
sentido, parece razonable afirmar que una persona tiene derecho a obtener copia de la 
información particular que le concierne, al margen de si ésta se encuentra disponible en 
una entidad pública o privada” (subrayado agregado). 
 
En el mismo sentido, el Tribunal Constitucional estableció en el Fundamento 3 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 01412-2014-HD/TC, determinó que el derecho de 
autodeterminación informativa consiste en: “[…] la serie de facultades que tiene toda 
persona para ejercer control sobre la información personal que le concierne, contenida 
en registros ya sean públicos, privados o informáticos, a fin de enfrentar las posibles 
extralimitaciones de los mismos. Mediante la autodeterminación informativa se busca 
proteger a la persona en sí misma a partir de los diversos datos o informaciones que 
produce o genera, asegurando, a su titular, la libre disposición de las mismas, 
permitiéndole ejercer un control en el registro, uso y revelación de los datos que le 
conciernen” (subrayado agregado). 
 
Asimismo, el Tribunal Constitucional determinó en los Fundamentos 7 y 8 de la sentencia 
recaída en el Expediente N° 00146-2015-PHD/TC, que cuando un trabajador solicita 
acceder a la información vinculada a su vida laboral, lo hace en ejercicio del derecho de 
autodeterminación informativa y no de acceso a la información pública: 
 

“(…) 
7. Conforme se aprecia del petitorio de la demanda, lo que el actor pretende es 

acceder a la información que la emplazada custodiaría respecto de su vida 
laboral desde el mes de enero de 1966 hasta el mes de diciembre de 1992. 
Siendo así, el asunto litigioso radica en determinar si su entrega resulta atendible 
o no. 

 
11  En adelante, Ley de Protección de Datos Personales. 
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8. Si bien el actor ha invocado como derecho presuntamente afectado el derecho 

de acceso a la información pública, regulado en el artículo 2, inciso 5, de la 
Constitución, este Tribunal estima, en aplicación del principio iura novit curia, 
que el derecho que se habría vulnerado es el de autodeterminación informativa, 
consagrado en el inciso 6 del artículo 2 de la Carta Magna. Por ello se emitirá 
pronunciamiento al respecto”. 

 
Siendo esto así, se aprecia que el requerimiento no corresponde a una solicitud de 
acceso a la información pública, sino que constituye el ejercicio del derecho de 
autodeterminación informativa, previsto en el citado artículo 19 de la Ley de Protección 
de Datos Personales, por cuanto la información requerida es propia del recurrente y le 
concierne directamente, atendiendo al texto expreso de la Opinión Técnica Vinculante Nº 
000001-2021-JUS/TTAIP-SP. 
 
Asimismo, el numeral 16 del artículo 33 de la referida norma establece que es función de 
la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales, entre otras, conocer, instruir y 
resolver las reclamaciones formuladas por los titulares de datos personales por la 
vulneración de los derechos que les conciernen y dictar las medidas cautelares o 
correctivas que establezca el reglamento. 
 
En consecuencia, teniendo en cuenta lo dispuesto por los artículos 6 y 7 del Decreto 
Legislativo N° 1353, este Tribunal no resulta competente para conocer y/o emitir 
pronunciamiento sobre el fondo de la pretensión del recurrente, relacionada con el 
ejercicio del derecho de autodeterminación informativa. 
 
De otro lado, sin perjuicio de lo antes expuesto, la entidad se encuentra directamente 
obligada para en ejercicio de sus funciones dar la debida atención a la solicitud del 
recurrente, conforme a la normativa aplicable a dicho supuesto que ha sido expuesta en 
los párrafos precedentes. 
 
En tal sentido, atendiendo a que el numeral 93.1 del artículo 93 de la Ley N° 27444, 
establece que, cuando un órgano administrativo estime que no es competente para la 
tramitación o resolución de un asunto, debe remitir directamente las actuaciones al 
órgano que considere competente, con conocimiento del administrado; en tal sentido, 
corresponde remitir el pedido formulado por el recurrente al órgano competente para su 
conocimiento y fines pertinentes, de acuerdo a su competencia. 
 
Mi voto es declarar IMPROCEDENTE por incompetencia el recurso de apelación 
presentado, debiendo remitirse a la Autoridad Nacional de Protección de Datos 
Personales, a efectos de salvaguardar el derecho de acceso del recurrente de acceder a 
la documentación requerida, sin someterse a las excepciones que impone la Ley de 
Transparencia, a efectos de que dicha autoridad ejerza sus facultades, de acuerdo a su 
competencia.  
 
      
 
 
 
 
 

ULISES ZAMORA BARBOZA 
Vocal Presidente 


